
CODIGO ADMINISTRATIVO DEL ESTADO DE MEXICO 
 

Toluca de Lerdo, México, 
de septiembre de 2001. 

 
CC. DIPUTADOS SECRETARIOS DE LA 

H. LIV LEGISLATURA DEL ESTADO 
P R E S E N T E S 

 
En ejercicio de las atribuciones que me confieren los artículos 51 fracción I y 77 fracción V de la Constitución 
Política del Estado Libre y Soberano de México, someto a la consideración de esa H. Legislatura, por el digno 
conducto de ustedes, la presente iniciativa de Código Administrativo del Estado de México, que tiene como 
fundamento la siguiente:  
 

EXPOSICION DE MOTIVOS 
 

El Plan de Desarrollo del Estado de México 1999-2005 es el instrumento de planeación, resultado de la 
consulta ciudadana, expresión del conocimiento de los problemas del Estado, de sus regiones, ciudades y 
comunidades, y de las fuerzas y oportunidades de su gran potencial humano. 
 
El Plan orienta sus objetivos, políticas y estrategias con una visión de largo plazo para asegurar que las futuras 
generaciones tengan acceso a mejores condiciones de vida en el marco del estado de derecho y la 
participación democrática. Su contenido político y programático descansa en ocho ejes rectores del desarrollo 
del Estado, como respuesta a las prioridades señaladas por la sociedad.  
 
La modernización integral de la administración pública es uno de los ejes rectores, que se sustenta en la 
convicción de que la gestión administrativa debe satisfacer las necesidades y expectativas de la población, 
basado en indicadores de desempeño, a partir de la desregulación, simplificación administrativa y la 
profesionalización de los servidores públicos, para tener un gobierno que ofrezca una gestión pública eficiente 
y eficaz en las áreas sustantivas y de atención directa a la ciudadanía.  
 
La multiplicidad de leyes administrativas, en muchos casos anacrónicas, dificultan su cabal conocimiento y 
debida observancia por parte de los destinatarios de la norma, y propicia falta de sistematización y 
congruencia del marco jurídico. Por ello, el Plan de Desarrollo propone una revisión integral de la legislación 
administrativa vigente en la entidad, para obtener su codificación, simplificación y modernización. 
 
La codificación consiste en dar unidad y sistematización a las instituciones y principios jurídicos en cuerpos 
legislativos, en los que se compilen normas regulatorias de materias afines, que permitan una mayor certeza 
jurídica y un fácil manejo de la ley, reduciendo a su máxima expresión el universo legislativo del Estado. 
 
La simplificación supone que las leyes deben contener solamente las normas indispensables que se relacionen 
con los objetivos y fines que se persigan, dejando a los reglamentos la tarea de dar operatividad a los mismos; 
eliminar los trámites administrativos innecesarios, para dar mayor eficiencia y eficacia a los actos de la 
administración pública, certeza jurídica a los destinatarios de la norma y promover el desarrollo económico 
del Estado. 
 
La modernización significa contar con una legislación administrativa actual, depurada y adecuada a las 
condiciones del entorno; una normatividad más técnica, pero con sentido humano; una regulación más 
simplificada y comprensiva para la población a la que va dirigida. 
 
El derecho administrativo se ha transformado a lo largo del siglo pasado en la rama jurídica que más aspectos 
del quehacer social regula. A medida que la sociedad contemporánea se desarrolla en lo cultural, tecnológico 
y científico, se vuelven más complejas las relaciones económicas y políticas; la legislación administrativa 
aumenta en esa misma proporción su injerencia en la vida social.  
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El incremento de las actividades sociales jurídicamente reguladas, ha provocado una abundante producción de 
reglas de derecho, cuyo resultado ha sido una gran diversidad de normas dispersas dentro de un sin número de 
ordenamientos. 
 
La diversificación acelerada del derecho administrativo ha provocado una complicación y un desmesurado 
crecimiento de los ordenamientos jurídicos en esta materia; y la ausencia de un código administrativo ha 
propiciado dispersión e incongruencia legislativa, duplicación de normas, contradicción de textos, 
indefinición normativa y falta de certeza jurídica tanto en la actuación administrativa, como en la observancia 
de la ley por parte de los gobernados. 
 
Por las razones expuestas, el Ejecutivo a mi cargo conside ra de la mayor importancia para la vida 
institucional de la entidad, contar con un texto único que codifique los principios generales y los 
ordenamientos que regulan la actividad administrativa en cada materia, estableciendo normas claras y 
sencillas que rijan la actuación de la administración pública y los deberes de los particulares, de manera que la 
ley constituya un instrumento eficaz para fortalecer el estado de derecho.  
 
Ciertamente, la codificación de la legislación administrativa implica un alto grado de dificultad, por su 
amplitud y contenido dinámico. Sin embargo, ante la impostergable necesidad de disponer de un 
ordenamiento sistemático y unificado que permita al Estado de México avanzar hacia la modernidad y 
perfeccionamiento de las normas jurídi cas, para garantizar la legalidad de la función administrativa, fue 
necesario enfrentar el reto, asumiendo la tarea de realizar un análisis integral del marco normativo que rige la 
actuación administrativa, para valorar su eficacia, suficiencia, propiedad y conveniencia. 
 
Del ejercicio anterior, se desprendieron los elementos que determinaron la viabilidad de la 
codificación administrativa y la forma de estructurar un instrumento cuyo contenido responda a las 
aspiraciones sociales del nuevo siglo y se sitúe a la altura de la sólida tradición jurídica del Estado de México. 
 
La presente iniciativa de código administrativo se elaboró con base en la metodología siguiente: 
 
Se hizo un análisis sistemático de la legislación administrativa, partiendo de la identificación de las 
instituciones que en ella se contienen y de aquellas figuras afines o próximas contenidas en la diversidad de 
ordenamientos, para determinar la composición temática de la codificación. 
 
Se precisaron los marcos jurídicos individuales de las distintas dependencias y organismos descentralizados, 
ordenándolos sectorialmente, para regular la función de los agentes de la administración pública de manera 
sistemática por materia y por sector. 
 
Se procuró dar un paso adelante sobre el conocimiento de la realidad concreta y material, para profundizar en 
la realidad formal y en la situación que guarda la legislación vigente con respecto a los elementos 
conceptuales del universo que pretende normarse. 
Se elaboró la iniciativa en el contexto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para 
garantizar la unidad y congruencia del marco jurídico de la entidad con el sistema normativo mexicano, y de 
manera destacada se procedió a la adecuación de las previsiones legales vinculadas con las materias reguladas 
por el nuevo artículo 115 Constitucional. 
 
Se delimitó el ámbito legislativo del Estado, para no incurrir en invasión de competencias en materias 
exclusivas de la Federación y de los municipios; en el marco de la concurrencia legislativa, se procuró ser 
creativo pero siempre con sujeción a las reglas de distribución de competencias establecidas por las leyes 
generales expedidas por el Congreso de la Unión; y se actuó con toda libertad y amplitud en las materias 
reservadas por la Constitución a las entidades federativas.  
 
Se definieron y precisaron las materias susceptibles de reglamentar, para establecer en la ley las normas 
relativas a su objeto, autoridades, atribuciones y obligaciones de los particulares, dejando al reglamento la 
tarea de dar operatividad a los mismos. 
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Se procuró formular normas jurídicas completas, tratando de no omitir la regulación de los aspectos 
fundamentales de las distintas materias que se codifican, para evitar vacíos normativos que serían necesario 
corregir a través de ulteriores reformas, generándose así una labor legislativa innecesaria.  
 
Se intentó dar unidad y congruencia a los ordenamientos que se codifican, para evitar 
contradicciones y no aplicar soluciones diferentes a hipótesis que requieran similar tratamiento.  
 
Se trató de regular con precisión la competencia de los órganos administrativos, para que cuenten con la 
autoridad que sustenten sus actos y evitar cualquier invasión de atribuciones o incidencia en campos 
reservados a otras dependencias u organismos. 
 
Se ponderó la creación de nuevos órganos, utilizando preferentemente los existentes, reestructurando o 
redefiniendo sus atribuciones, en algunos casos, para evitar el crecimiento innecesario de las estructuras 
administrativas. 
 
Se cuidó que el código contenga solamente las normas necesarias que se relacionen con los objetivos y fines 
de la ley, para no regular más de una vez una misma situación y expresar el sentido de las disposiciones con el 
menor número de palabras, abandonándose la práctica de reiterar en la ley local disposiciones de las leyes 
generales expedidas por el Congreso de la Unión, en las materias concurrentes. 
 
Se introduce como elemento innovador la estructura del articulado con dos dígitos, el primero de ellos permite 
identificar el libro al que pertenecen; y, el segundo, determina el orden progresivo de los artículos de cada 
libro, de manera que cuando se adicione uno de los libros no sea necesario recorrer la numeración de los 
subsiguientes. 
 
La presente iniciativa de código administrativo consta de una parte general y de otra especial.  
 
En la primera parte se establecen los principios generales y las prevenciones de aplicación común a los 
ordenamientos que se codifican; y, en la segunda, se contiene la recopilación sistematizada de las leyes que 
presiden la actividad administrativa, agrupadas por materias y sectores de las entidades de la administración 
pública estatal. 
 
En la parte especial se compendian los ordenamientos siguientes: 
 
Ley del Ejercicio Profesional para el Estado de México. 
Ley sobre la Fabricación, Uso, Venta, Transporte y Almacenamiento de Artículos Pirotécnicos en el Estado 
de México. 
Ley de Tránsito y Transportes del Estado de México. 
Ley de Parques Estatales y Municipales. 
Ley del Mérito Civil del Estado de México. 
Ley de Salud del Estado de México. 
Ley que Crea el Organismo Público Descentralizado de Carácter Estatal Denominado Instituto de 
Investigación y Capacitación Agropecuaria, Acuícola y Forestal del Estado de México. 
Ley que Crea el Instituto Mexiquense de Cultura. 
Ley que Crea la Junta de Caminos del Estado de México. 
Ley que Crea el Organismo Público Descentralizado Denominado Protectora de Bosques del Estado de 
México (PROBOSQUE). 
Ley de Asentamientos Humanos del Estado de México. 
Ley que Crea el Organismo Público Descentralizado Denominado Instituto de Investigación y Fomento de las 
Artesanías del Estado de México. 
Ley para el Fomento Económico del Estado de México. 
Ley Agrícola y Forestal del Estado de México. 
Ley de Fomento Ganadero del Estado de México. 
Ley de Asociaciones de Productores Rurales del Estado de México. 
Ley de Educación del Estado de México. 
Ley para la Protección e Integración al Desarrollo de las Personas con Discapacidad en el Estado de México.  
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Ley de Protección del Ambiente para el Desarrollo Sustentable del Estado de México. 
Ley de Turismo del Estado de México. 
 
Destaca de la parte especial, el señalamiento expreso que se hace de la finalidad de las normas jurídicas 
sistematizadas en cada uno de los libros, lo cual aparte de ser un componente novedoso, resulta de gran 
importancia para la correcta interpretación y aplicación del texto legal, y un elemento indispensable para 
determinar la invalidez de los actos de las autoridades administrativas que incurran en desvío de poder. 
 
Asimismo, de la parte especial sobresale el establecimiento por sector de los sistemas estatales de información 
y de los registros estatales de las materias que se codifican, lo que permitirá al Estado garantizar el derecho de 
los gobernados a la información, y a la administración pública dar certeza jurídica a su actuación. 
 
El código administrativo que se somete a la consideración de ese H. Cuerpo Legislativo, se compone de los 
libros siguientes: 
 
Libro Primero. Parte general. 
Libro Segundo.De la salud. 
Libro Tercero. De la educación, ejercicio profesional, investigación científica y tecnológica, cultura, deporte, 
juventud y mérito civil. 
Libro Cuarto.   De la conservación ecológica y protección al ambiente. 
Libro Quinto.  Del ordenamiento territorial, de los asentamientos humanos y del desarrollo urbano de los 
centros de población. 
Libro Sexto. De la protección civil. 
Libro Séptimo. De la infraestructura vial y transporte. 
Libro Octavo. Del tránsito y estacionamientos de servicio al público. 
Libro Noveno. Del fomento y desarrollo agropecuario, acuícola y forestal. 
Libro Décimo. Del fomento económico. 
Libro Décimo Primero. De la protección e integración al desarrollo de las personas con capacidades 
diferentes. 
Destacan de la iniciativa de código administrativo los aspectos siguientes: 
 
En el Libro Primero, se establecen disposiciones relativas al acto administrativo, precisándose su concepto, 
elementos de validez, eficacia, invalidez y extinción. Por razones de técnica legislativa, se reubican en este 
apartado las causas de invalidez consignadas en el artículo 274 del Código de Procedimientos Administrativos 
del Estado de México, por lo que se propone la derogación de este precepto legal en la iniciativa que por 
separado me permito presentar a esa Soberanía Popular. 
 
Por razones de elemental justicia, se establece una excepción al principio de derecho conforme al cual la 
ignorancia de la ley no excusa de su cumplimiento, facultándose a la autoridad para no sancionar a las 
personas que por su notorio atraso intelectual, pobreza extrema, marginación social o condición indígena 
ignoren las obligaciones que les impone la ley administrativa. 
 
Para impulsar el desarrollo social y económico del Estado, se incorporan al texto legal la obligación de las 
administraciones públicas estatales y municipales de llevar a cabo un proceso continuo de mejora regulatoria, 
así como los registros estatal y municipal de trámites y el sistema de apertura rápida de empresas y de la 
atención a la actividad empresarial. 
 
Se señala la facultad de las autoridades administrativas para expedir normas técnicas, se precisa su concepto y 
el procedimiento para su elaboración. 
 
Se introduce la figura del tercero autorizado, como aquella persona física o moral que cuenta con autorización 
de la autoridad administrativa, para realizar actividades y actos regulados por la ley que no correspondan a 
actos de molestia. 
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Por primera vez, se fijan las bases normativas para regular los convenios y acuerdos que celebra la 
administración pública estatal y municipal, estableciendo su clasificación, denominación, objeto y requisitos, 
para dar orden, certidumbre y uniformidad a la función administrativa en esta materia. 
 
Se reconoce el derecho de los gobernados para que las autoridades administrativas proporcionen a quienes lo 
soliciten la información de que dispongan, salvo en los casos en que pueda afectarse la seguridad pública o la 
seguridad personal de un tercero o exista alguna prohibición legal. 
 
Se concede acción popular para la denuncia ante las autoridades, de hechos, actos u omisiones que 
constituyan infracción a las disposiciones que se codifican. 
 
En el Libro Segundo, se delimitan de manera sistemática los ámbitos de competencia de la Secretaría de 
Salud y del Instituto de Salud del Estado de México, para precisar sus respectivos marcos de actuación. 
 
Para dar mayor certeza jurídica, se incorporan al texto legal, las normas relativas a la integración y 
funcionamiento del Consejo de Salud del Estado de México y de la Comisión de Arbitraje Médico, esta 
última como un organismo público descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propios, con 
atribuciones para resolver los conflictos que se susciten entre los usuarios y prestadores de los servicios 
médicos. 
 
Se propone la creación del Instituto Materno Infantil del Estado de México y del Centro Estatal de 
Trasplantes. 
 
El primero, como un organismo público descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propios, que 
tendrá por objeto la investigación científica y tecnológica, la formación y capacitación de recursos humanos 
calificados y la prestación de servicios de atención médica de alta especialidad, en las áreas de ginecología, 
obstetricia, pediatría y estomatología. 
 
Y, el segundo, como un órgano administrativo desconcentrado de la Secretaría de Salud, con facultades de 
decisión y vigilancia en la asignación de órganos, tejidos y células. 
 
En el Libro Tercero, se regula la actuación de la Secretaría de Educación, Cultura y Bienestar Social, y la de 
los organismos públicos descentralizados de carácter estatal del sector educación, vinculados con la cultura, 
ciencia, tecnología, deporte e instalaciones educativas.  
 
Se redefine el ámbito de atribuciones de las autoridades educativas, ampliando las facultades de los 
municipios. 
 
Se establece la presea de “Honor Estado de México” para reconocer anualmente a los profesionistas al 
servicio de la educación que se distingan en grado eminente por su eficiencia, constancia y méritos 
profesionales en el servicio de la educación pública. 
 
Se actualizan las disposiciones relativas al ejercicio profesional, estableciendo un nuevo marco jurídico para 
regular la actividad de los profesionistas, la constitución y derechos de sus asociaciones. 
 
Se incorporan al texto legal el Instituto Mexiquense de la Juventud y el Comité de Instalaciones Educativas. 
 
El primero como un organismo público descentralizado de carácter estatal con atribuciones para formular 
planes, programas y ejecutar acciones que garanticen el desarrollo integral de la juventud. 
 
Y el segundo como un organismo público descentralizado de carácter estatal con atribuciones para planear y 
programar la construcción, reparación, mantenimiento, habilitación y equipamiento de la infraestructura 
educativa. 
 
Se amplía el catálogo de modalidades y denominaciones de la presea “Estado de México”, para establecer la 
de Pedagogía y Docencia “Agustín González Plata”. 
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En el Libro Cuarto, se establece el Consejo Consultivo de Conservación Ecológica y Protección al Ambiente 
del Estado de México, como un órgano de consulta y opinión para realizar acciones de concertación entre los 
sectores público, social y privado. 
 
Se propone la creación del Centro Geomático Ambiental como un instrumento complementario del Sistema 
Estatal de Información Ambiental y del Registro Estatal Ambiental.  
 
Se reconoce en el texto de la ley el derecho específico a la información ambiental, conforme al cual las 
autoridades de ecología están obligadas a proporcionar la información que tengan a su disposición, a quienes 
se lo soliciten. 
 
Se precisan las reglas para la preservación, manejo y desarrollo de las áreas naturales protegidas, y se 
establecen los requisitos que deben contener los programas de manejo de dichas áreas. 
 
Se establecen las previsiones necesarias para regular las actividades riesgosas para el equilibrio ecológico o el 
ambiente, la actividad de los proveedores de equipos y los servicios de verificación, así como la actuación de 
los terceros interesados en materia ambiental, colmándose el vacío legal de la normatividad vigente en estas 
materias. 
 
Se amplían las atribuciones de las autoridades de ecología, facultándolas para imponer medidas de seguridad 
en los casos de operación indebida de programas de cómputo y equipo que alteren la verificación vehicular 
que propicien la circulación de vehículos con emisiones contaminantes fuera de la norma. 
 
Se propone crear la Procuraduría de Protección al Ambiente del Estado de México, como un órgano 
desconcentrado de la Secretaría de Ecología, con autonomía técnica y administrativa, dotado de atribuciones 
para procurar, vigilar y difundir el cumplimiento de la normatividad ambiental aplicable al ámbito estatal. 
 
En el Libro Quinto, se redefinen los ámbitos de competencia de las autoridades estatales y municipales, para 
transferir a estas últimas las nuevas funciones que les atribuye el artículo 115 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos. 
 
En este sentido, se consignan las atribuciones de los municipios para expedir licencias de uso del suelo y 
autorizar los cambios de uso del suelo, de densidad e intensidad de su aprovechamiento y de la altura máxima 
permitida. 
 
Se establece el dictamen de impacto regional, como un requisito para obtener la autorización municipal, 
tratándose de usos que produzcan un impacto significativo sobre la infraestructura y equipamiento urbanos y 
los servicios públicos previstos para una región o para un centro de población en relación con su entorno 
regional. 
 
La figura del fraccionamiento ha evolucionado a la del conjunto urbano, por lo que se suprime para regular 
con mayor precisión esta última. 
 
Se reestructura el sistema estatal de planes de desarrollo urbano, y al efecto se sustituyen los planes regionales 
metropolitanos por los regionales, con el propósito de integrar en estos instrumentos, regiones ubicadas fuera 
de las zonas metropolitanas; se suprimen los planes de centros de población estratégicos; y se faculta al 
Ejecutivo del Estado y a los municipios para que, en el ámbito de su competencia, formulen, aprueben y 
modifiquen sus respectivos planes. 
 
Se propone la creación de la Comisión Estatal de Desarrollo Urbano y Vivienda, como un órgano técnico de 
coordinación interinstitucional, encargado de dictaminar, en forma colegiada, la viabilidad de proyectos 
inmobiliarios, con la participación y corresponsabilidad de dependencias y organismos federales, estatales y 
municipales. 
 
Se incorporan normas básicas para regular las conurbaciones y zonas metropolitanas. 
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Se redefine la tipología de los conjuntos urbanos habitacionales para adecuarla a la prevista por el Código 
Financiero del Estado de México y Municipios, y a la normatividad de los organismos nacionales de vivienda. 
 
En el Libro Sexto, se adecuan las disposiciones de orden estatal a las de la Ley General de Protección Civil, 
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 12 de mayo de 2000, para dar cumplimiento a lo ordenado 
en el artículo segundo transitorio del citado ordenamiento federal. 
 
Se reestructuran los sistemas estatal y municipales de protección civil, para integrar a las unidades internas de 
los órganos públicos y de los sectores social y privado. 
 
Se establece la coordinación ejecutiva del sistema estatal de protección civil, la que estará a cargo del 
Secretario General de Gobierno, señalándose las atribuciones con las que contará para dar operatividad al 
sistema. 
 
Se puntualiza la naturaleza y objeto del consejo estatal de protección civil con el propósito de garantizar el 
cumplimiento de los fines del sistema estatal. 
 
Se señalan los derechos y obligaciones de los grupos voluntarios para dar certidumbre jurídica a la 
participación de los particulares en los sistemas estatal y municipales de protección civil. 
 
Se otorgan facultades expresas a las autoridades de protección civil para emitir autorizaciones, dictámenes y 
realizar registros, para asegurar la legalidad de la función administrativa y el debido cumplimiento de las 
obligaciones a cargo de los particulares. 
 
Se sistematizan las normas relativas a la expedición de las declaratorias de emergencia y desastre, 
precisándose su objeto y finalidad. 
 
Se amplía el catálogo de medidas de seguridad que pueden imponer las autoridades de protección civil en los 
casos de riesgo inminente, para incluir la desocupación de inmuebles, el aseguramiento y destrucción de 
objetos y el aislamiento de áreas afectadas. 
 
En el Libro Séptimo, se regula la infraestructura vial de competencia estatal y municipal, así como el 
transporte de personas y objetos que se realiza en aquella infraestructura. 
 
Se establecen las autoridades y las atribuciones que les corresponden en las materias de este libro.  
 
Se define a la infraestructura vial como el conjunto de vías jerarquizadas que facilitan la comunicación entre 
las diferentes áreas de la actividad económica.  
 
Se clasifica a la infraestructura en primaria y local. La primera, es aquella que está integrada por carreteras, 
pasos vehiculares, avenidas, calzadas y calles que comunican a dos o más municipios de la entidad, así como 
las que comuniquen a instalaciones estratégicas estatales; y, la segunda, es la integrada por pasos vehiculares, 
avenidas, calzadas, calles y cerradas que permiten la comunicación al interior del municipio y la integración 
con la red vial primaria. 
 
Se regula el régimen jurídico de las concesiones y permisos en materia de infraestructura vial. 
 
Se precisa que Junta de Caminos del Estado de México tendrá por objeto la planeación, programación, 
presupuestación, ejecución, conservación, mantenimiento y administración de la infraestructura vial primaria 
libre de peaje. 
 
Se incorpora al texto legal el Sistema de Autopistas, Aeropuertos, Servicios Conexos y Auxiliares del Estado 
de México, como un organismo descentralizado con personalidad jurídica y patrimonio propios, con 
atribuciones para coordinar programas y acciones relacionados con la infraestructura vial primaria de cuota, 
así como para apoyar al Gobierno del Estado en el trámite de solicitudes de concesiones y permisos ante las 
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autoridades federales, para la administración, operación, explotación y, en su caso, construcción de 
aeródromos civiles. 
 
Se previene que los municipios tendrán a su cargo las facultades relativas a la infraestructura vial local. 
 
Se redefine la clasificación del transporte, se señalan las obligaciones de los conductores de las unidades del 
transporte, y se mejora la regulación del régimen jurídico de las concesiones, permisos y autorizaciones en 
esta materia. 
 
Se establecen disposiciones de aplicación común a la infraestructura vial y al transporte, en materia de 
concesiones y permisos, previéndose la forma de su terminación y las causas de su revocación. 
 
Se sistematizan las normas relativas a infracciones, sanciones y medidas de seguridad; se establecen sanciones 
exclusivas para cada una de las materias que regula este libro; y se señalan algunos casos específicos de 
infracciones y sanciones en materia de transporte. 
 
En el Libro Octavo, se regula el tránsito de vehículos, personas y objetos que se realiza en la infraestructura 
vial primaria y local, así como el establecimiento de estacionamientos de servicio al público. 
 
Se señala que son autoridades en materia de tránsito la Secretaría General de Gobierno y los municipios; y, 
que corresponde a la primera, ejercer las atribuciones relativas al tránsito en la infraestructura vial primaria, y 
a los segundos, el ejercicio de las funciones del tránsito en la infraestructura vial local. 
 
Se reconoce el derecho de las personas de transitar en la infraestructura vial, con las limitaciones que se 
disponen en este libro y las que se deriven de su reglamentación. 
 
Se establece el contenido mínimo que debe prever la reglamentación de tránsito, para garantizar la 
uniformidad de las disposiciones administrativas de observancia general en esta materia y dar seguridad y 
certeza a los destinatarios de la norma jurídica. 
 
Se determinan los requisitos que deben satisfacer los vehículos para transitar en la infraestructura vial, se 
establecen las prohibiciones y restricciones del tránsito vehicular, y se amplían las obligaciones a cargo de los 
conductores. 
 
Se norma el establecimiento de los estacionamientos de servicio al público, se confiere a los municipios la 
facultad de otorgar los permisos correspondientes, y se consigna la obligación de los permisionarios de 
responder por los daños que se ocasionen a las personas y a los vehículos. 
 
Se regulan las infracciones y sanciones en las materias de este libro, y se señalan de manera expresa los casos 
en los que las autoridades de tránsito están facultadas para ordenar el retiro de la vía pública de vehículos, 
retener la tarjeta de circulación, la licencia del conductor o la placa de matriculación, y detener la marcha de 
un vehículo. 
 
En el Libro Noveno, se regula el fomento y desarrollo de las actividades agropecuarias, acuícolas y forestales 
del Estado. 
 
Se enfatiza que las actividades agropecuarias, acuícolas y forestales deberán orientarse al establecimiento de 
una cultura de conservación y restauración de los recursos naturales, para apoyar el desarrollo sustentable del 
Estado. 
 
Se amplían las acciones a cargo de la Secretaría de Desarrollo Agropecuario para impulsar la producción y 
transformación, a través de la innovación tecnológica, de las actividades agropecuarias, acuícolas y forestales. 
 
Se sientan las bases normativas para que la Secretaría de Desarrollo Agropecuario promueva e impulse 
acciones de comercialización de los productos agropecuarios, acuícolas y forestales del Estado. 
 

 8



Se establecen reglas para el otorgamiento de apoyos y estímulos a los productores, y se señalan infracciones y 
sanciones en esta materia, para garantizar que los apoyos y estímulos se destinen a los fines para los que 
fueron autorizados. 
 
En el Libro Décimo, se regula el fomento de las actividades económicas, entendiéndose por éstas, aquellas 
que tienen por objeto extraer, producir, transformar, industrializar o comercializar recursos, bienes o servicios 
. 
 
Se propone la creación de los consejos consultivos económicos regionales, para que las distintas regiones 
económicas del Estado cuenten exprofesamente, con un órgano técnico de consulta para la promoción de las 
actividades económicas y el impulso del desarrollo regional de la entidad. 
 
Se sistematizan las actividades de promoción para el impulso y establecimiento de micro, pequeñas, medianas 
y grandes empresas, a cargo del sector desarrollo económico. 
 
Se explicitan las materias que pueden ser objeto de regulación a través de normas técnicas que expida la 
Secretaría de Desarrollo Económico. 
 
Se incorpora al texto legal el Instituto de Fomento Mi nero y Estudios Geológicos del Estado de México, 
como un organismo público descentralizado con personalidad jurídica y patrimonio propios, 
con atribuciones para impulsar el desarrollo minero en la entidad y realizar estudios geológicos aplicados a la 
actividad minera y a la geología ambiental. 
 
Se simplifica la normatividad aplicable a las zonas de interés turístico, comprendiendo dentro de éstas a las de 
destino turístico. 
 
En el Libro Décimo Primero se regulan los servicios y las acciones a cargo del Estado en favor de las 
personas con capacidades diferentes. 
 
Se establece un nuevo marco de autoridades y competencias, para que el Estado cumpla cabalmente con la 
finalidad de la ley, que es la de procurar el desarrollo personal y la integración plena a la sociedad de las 
personas con capacidades diferentes. 
 
En este contexto, se propone que corresponda al Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia del Estado 
de México, normar y coordinar las actividades relativas a la rehabilitación e integración social y prevención 
de la discapacidad y al Consejo Estatal para la Protección de las Personas con Capacidades Diferentes y su 
Integración al Desarrollo Social, las funciones de gestión, coordinación y promoción de programas que 
faciliten la incorporación de personas con capacidades diferentes a la sociedad en condiciones de igualdad. 
 
El Gobernador del Estado considera por último que el contenido del código administrativo no se agota con la 
temática de los ordenamientos cuya sistematización ahora se propone, por lo que en su oportunidad presentará 
ante ese H. Cuerpo Legislativo nueva iniciativa, para que se sumen a la codificación la totalidad de las leyes 
que rigen la actuación de los órganos de la administración pública. 
 
Estos son los motivos que animaron al titular del Ejecutivo a someter a la consideración de la Soberanía 
Popular la presente iniciativa la que, de merecer vuestra aprobación, marcará un hito en nuestra historia 
legislativa, por tratarse de un código administrativo sin precedente en el sistema jurídico mexicano, y 
reafirmará el prestigio del marco normativo de la entidad, que es pauta y ejemplo para los estados de la 
federación. 
 
Por lo expuesto se somete a la consideración de esa H. Legislatura el proyecto de código 
administrativo adjunto, para que, de estimarlo correcto, se apruebe en sus términos. 
Reitero a ustedes las seguridades de mi atenta y distinguida consideración. 
 

A T E N T A M E N T E 
SUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCION 
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EL GOBERNADOR CONSTITUCIONAL 
DEL ESTADO 

ARTURO MONTIEL ROJAS 
(RUBRICA). 

EL SECRETARIO GENERAL DE GOBIERNO 
MANUEL CADENA MORALES 

(RUBRICA). 
ARTURO MONTIEL ROJAS, 

Gobernador Constitucional del Estado Libre y Soberano de México, a sus habitantes sabed: 
 

 Que la Legislatura del Estado, ha tenido a bien aprobar lo siguiente: 
 
DECRETO NUMERO 41 
LA H. “LIV” LEGISLATURA DEL ESTADO DE MEXICO 
DECRETA: 

 
 

CODIGO ADMINISTRATIVO DEL ESTADO DE MEXICO 
 
 

LIBRO PRIMERO 
Parte general 

TITULO PRIMERO 
Del objeto 

 
Artículo 1.1.- Las disposiciones de este Código son de orden público e interés general, y tienen por 
objeto regular las materias que se señalan a continuación, a fin de promover el desarrollo social y 
económico en el Estado de México: 
 
I. Salud; 
 
II. Educación, ejercicio profesional, investigación científica y tecnológica, cultura, deporte, 
juventud y mérito civil; 
 
III. Conservación ecológica y protección al ambiente; 
 
IV. Ordenamiento territorial de los asentamientos humanos y del desarrollo urbano de los centros de 
población; 
 
V. Protección civil; 
 
VI. Infraestructura vial y transporte; 
VII. Tránsito y estacionamientos; 
 
VIII. Fomento y desarrollo agropecuario, acuícola y forestal; 
 
IX. Fomento económico; 
 
X. Protección e integración al desarrollo de las personas con capacidades diferentes. 
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Artículo 1.2.- Los actos y procedimientos que dicten o ejecuten las autoridades en las materias 
reguladas por este Código, así como los procesos administrativos que se susciten por la aplicación 
del mismo, se emitirán, tramitarán y resolverán conforme a las disposiciones de este Código y el de 
Procedimientos Administrativos del Estado de México. 
 
Tratándose de la planeación de las materias que regula este Código, se estará a lo dispuesto en la ley 
especial. 
 
Artículo 1.3.- La ignorancia de las disposiciones de este Código no excusa de su cumplimiento, 
pero la autoridad administrativa, teniendo en cuenta la falta de instrucción educativa de algunos 
individuos, su pobreza extrema, su apartamiento de las vías de comunicación o su condición 
indígena, podrá eximirlos de las sanciones en que hubieren incurrido por la falta de cumplimiento 
de las disposiciones que ignoraba n o, de ser posible, concederles un plazo para que las cumplan, 
siempre que no se trate de disposiciones que afecten directamente al interés público. 
 
Si el infractor fuese jornalero, obrero o trabajador, no podrá ser sancionado con multa mayor del 
importe de su jornal o salario de un día. Tratándose de trabajadores no asalariados, la multa no 
excederá del equivalente a un día de su ingreso. 

LIBRO DECIMO TERCERO 
DE LAS ADQUISICIONES, ENAJENACIONES, 

ARRENDAMIENTOS Y SERVICIOS 

CAPITULO PRIMERO 
PARTE GENERAL 

Artículo 13.1.- Este Libro tiene por objeto regular los actos relativos a la planeación, programación, 
presupuestación, ejecución y control de la adquisición, enajenación y arrendamiento de bienes, y la 
contratación de servicios de cualquier naturaleza, que realicen: 

I. Las secretarías y las unidades administrativas del Poder Ejecutivo del Estado; 

II. La Procuraduría General de Justicia; 

III. Los ayuntamientos de los municipios del Estado; 

IV. Los organismos auxiliares y fideicomisos públicos, de carácter estatal o municipal; 

V. Los tribunales administrativos. 

También serán aplicables las disposiciones de este Libro a los particulares que participen en los 
procedimientos, operaciones o contratos regulados en este Libro. 

Los poderes Legislativo y Judicial, así como los organismos autónomos, aplicarán las disposiciones 
de este Libro en lo que no se oponga a los ordenamientos legales que los regulan, sujetándose a sus 
propios órganos de control. 

No será aplicable lo dispuesto por este Libro en los actos objeto del mismo derivados de convenios 
celebrados entre dependencias, entidades y ayuntamientos, entre sí o con los de otros estados o de la 
Federación, excepto cuando sea parte un particular en los procedimientos o contratos respectivos. 
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Tampoco serán aplicables las disposiciones de este Libro en los actos que realicen los fideicomisos 
públicos en los que el Gobierno del Estado no sea fideicomitente único. 

Artículo 13.2.- Para los efectos de la presente ley, se entenderá por: 

I. Dependencia, a las secretarías y unidades administrativas del Poder Ejecutivo del Estado y a la 
Procuraduría General de Justicia; 

II. Entidades, a los organismos auxiliares y fideicomisos públicos, de carácter estatal o municipal; 

III. Propuesta solvente, a la proposición presentada por una persona en un procedimiento de 
licitación o de invitación restringida, que cumpla con las bases del concurso, garantice el 
cumplimiento del contrato y considere costos de mercado. 

Artículo 13.3.- Para los efectos de este Libro, en las adquisiciones, enajenaciones, arrendamientos y 
servicios, quedan comprendidos: 

I. La adquisición de bienes muebles; 

II. La adquisición de bienes inmuebles, a través de compraventa; 

III. La enajenación de bienes muebles e inmuebles; 

IV. El arrendamiento de bienes muebles e inmuebles; 

V. La contratación de los servicios relacionados con bienes muebles que se encuentran incorporados 
o adheridos a bienes inmuebles, cuya instalación o mantenimiento no implique modificación al bien 
inmueble; 

VI. La contratación de los servicios de reconstrucción y mantenimiento de bienes muebles; 

VII. La contratación de los servicios de maquila, seguros y transportación, así como de los de 
limpieza y vigilancia de bienes inmuebles; 

VIII. La prestación de servicios profesionales, la contratación de consultorías, asesorías, estudios e 
investigaciones, excepto la contratación de servicios personales de personas físicas bajo el régimen 
de honorarios. 

En general, otros actos que impliquen la contratación de servicios de cualquier naturaleza. 

Artículo 13.4.- Las dependencias, entidades estatales y tribunales administrativos llevarán a cabo 
los procedimientos de adquisición de bienes y servicios que requieran, conforme con sus 
respectivos programas de adquisiciones. 

La Secretaría de Administración llevará a cabo los procedimientos de adquisición de bienes o 
servicios conjuntados en operaciones consolidadas. 

 12



En el ámbito de la administración publica central del Estado, corresponde a la Secretaría de 
Administración el trámite de los procedimientos de contratos, relativos a arrendamientos, 
adquisiciones de inmuebles y enajenaciones de bienes muebles e inmuebles 

Las entidades, tribunales administrativos y ayuntamientos, en el ámbito de su respectiva 
competencia, tendrán a su cargo el trámite de los procedimientos y la contratación de 
arrendamientos, adquisiciones de inmuebles y enajenaciones de bienes muebles e inmuebles. 

Artículo 13.5.- Las secretarías de Administración y de la Contraloría, así como los ayuntamientos, 
podrán contratar asesoría técnica para la realización de investigaciones de mercado, verificación de 
precios, realización de pruebas de calidad y en general para el mejoramiento del sistema de 
adquisiciones, arrendamientos y servicios. 

Las secretarías de Administración y de la Contraloría intercambiarán la información sobre los 
resultados de los trabajos derivados de los contratos de asesoría técnica. 

Artículo 13.6.- Los contratos y convenios y las modificaciones a los mismos que se realicen en 
contravención a lo dispuesto por esta ley, serán nulos. 

La invalidez podrá ser declarada administrativamente por las contratantes. Los particulares 
afectados podrán ocurrir a demandar la invalidez de los contratos y convenios ante el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo. 

Artículo 13.7.- Los actos a que se refiere el artículo 13.1 de este Libro que se realicen con cargo 
total o parcial a fondos del Gobierno Federal, se estará a lo dispuesto por la legislación federal. 

Los actos a que se refiere el artículo 13.1 de este Libro que realicen los ayuntamientos con cargo 
total o parcial a fondos del Gobierno Estatal, el control y la vigilancia de los mismos estará a cargo 
de la Secretaría de la Contraloría. 

Artículo 13.8.- Corresponde al Ejecutivo del Estado, a través de la Secretaría de Administración, la 
interpretación para efectos administrativos del presente Libro, y a la Secretaría de la Contraloría la 
vigilancia de su aplicación para su debida observancia. 

La Secretaría de Administración establecerá las políticas y expedirá las normas técnicas y 
administrativas en las materias que regula el presente Libro. 

Las políticas y normas administrativas a que se refiere el párrafo anterior, serán aplicables a los 
actos, contratos y convenios regulados por este Libro que realicen los ayuntamientos con cargo a 
recursos estatales, total o parcialmente. 

CAPITULO SEGUNDO 
DE LA PLANEACION, PROGRAMACION 

Y SISTEMATIZACION 

Artículo 13.9.- Las adquisiciones, arrendamientos y servicios que las dependencias, entidades, 
ayuntamientos y tribunales administrativos requieran para la realización de las funciones y 
programas que tienen encomendados, deberán determinarse con base en la planeación racional de 
sus necesidades y recursos. 
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Artículo 13.10.- Las dependencias, entidades, ayuntamientos y tribunales administrativos deberán 
programar sus adquisiciones, arrendamientos y servicios, tomando en consideración, según 
corresponda, lo siguiente: 

I. Los objetivos, estrategias y líneas de acción establecidos en el Plan de Desarrollo del Estado de 
México; los criterios generales de política social fijados por el titular del Poder Ejecutivo; y las 
previsiones contenidas en los programas sectoriales; 

II. Los objetivos, estrategias y líneas de acción establecidos en los planes de desarrollo municipal; 

III. Las actividades sustantivas que desarrollen para cumplir con los programas prioritarios que 
tienen bajo su responsabilidad. 

Artículo 13.11.- Las dependencias, entidades, ayuntamientos y tribunales administrativos al 
formular sus programas anuales de adquisiciones, arrendamientos y servicios, además de lo 
establecido en otras disposiciones legales, deberán observar lo siguiente: 

I. Los bienes, arrendamientos y servicios que solucionen de manera adecuada sus necesidades de 
operación; 

II. Los recursos financieros y materiales y los servicios con los que se cuente; 

III. Los plazos estimados en los que se requerirán los bienes, arrendamientos y servicios; 

IV. Las políticas y normas administrativas que establezca la Secretaría de Administración y los 
ayuntamientos, en su caso, para optimizar las adquisiciones, arrendamientos y servicios; 

V. Las demás previsiones que sean necesarias para la adecuada planeación, operación y ejecución 
de los programas y acciones correspondientes. 

Las dependencias, entidades estatales y tribunales administrativos formularán sus programas de 
adquisiciones, arrendamientos y servicios, simultáneamente con sus programas anuales y proyectos 
de presupuestos de egresos. 

Artículo 13.12.- La Secretaría de Administración tendrá a su cargo la elaboración y ejecución del 
programa anual de operaciones consolidadas. 

Las dependencias deberán presentar a la Secretaría de Administración sus requerimientos de 
adquisiciones y servicios sujetos a operaciones consolidadas, conforme con sus programas de 
adquisiciones, arrendamientos y servicios, dentro de un plazo de 10 días hábiles siguientes al en que 
se aprueben los presupuestos de egresos de sus unidades administrativas. 

Artículo 13.13.- Unicamente se pueden tramitar, convocar, adjudicar o llevar a cabo adquisiciones, 
arrendamientos y servicios, cuando las dependencias, entidades, tribunales administrativos y 
ayuntamientos, cuenten con saldo disponible dentro de su presupuesto aprobado. 

Artículo 13.14.- En los contratos de adquisiciones, arrendamientos y servicios, cuya ejecución 
rebase un ejercicio presupuestal, las dependencias, entidades, tribunales administrativos y 
ayuntamientos, deberán determinar tanto el presupuesto total como el relativo a los ejercicios 
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subsecuentes, en los que además de considerar las costos que en su momento se encuentren 
vigentes, se deberán tomar en cuenta las previsiones necesarias para los ajustes de costos que 
aseguren el cumplimiento de las obligaciones contraídas. 

Artículo 13.15.- Los programas de adquisiciones, arrendamientos y servicios de las dependencias, 
entidades, tribunales administrativos y ayuntamientos, deberán contener lo siguiente: 

I. La codificación y descripción de los bienes y servicios que requieran, conforme a los catálogos 
que se integren; 

II. La calendarización de la adquisición y arrendamiento de bienes muebles y de la contratación de 
servicios; 

III. El costo estimado de los bienes y servicios, cuyo manto total se ajustará a los importes 
presupuestales asignados; 

IV. Los demás requisitos que establezca la reglamentación de este Libro. 

Artículo 13.16.- Las dependencias, entidades, tribunales administrativos y ayuntamientos que 
requieran contratar servicios de consultorías, asesorías, estudios e investigaciones, previamente 
verificarán si en sus archivos existen esos trabajos, estudios o investigaciones. Asimismo, deberán 
cerciorarse si al interior de la administración pública se cuenta con personal capacitado para llevar a 
cabo los trabajos, estudios o investigaciones. 

En el supuesto de que existan trabajos, estudios o proyectos que satisfagan los requerimientos de la 
dependencia, entidad, tribunal administrativo o ayuntamiento, o personal capacitado para 
realizarlos, no procederá la contratación, con excepción de aquellos que sean necesarios para su 
adecuación, actualización o complemento. 

CAPITULO TERCERO 
DE LA SISTEMATIZACION 

Artículo 13.17.- La Secretaría de Administración establecerá los instrumentos que permitan llevar a 
cabo la sistematización de los procedimientos de adquisiciones, arrendamientos y servicios, que se 
realicen con cargo a recursos estatales, total o parcialmente. Los ayuntamientos establecerán estos 
instrumentos cuando se trate de actos, contratos o convenios que se celebren con cargo a recursos 
municipales. 

Artículo 13.18.- La sistematización de los procedimientos de adquisiciones, arrendamientos y 
servicios tendrá por objeto: 

I. Disminuir los gastos que realicen los órganos públicos, así como los particulares participantes; 

II. Controlar el gasto público; 

III. Lograr mayor eficiencia y transparencia. 

CAPITULO CUARTO 
DE LAS OPERACIONES CONSOLIDADAS 
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Artículo 13.19.- Operación consolidada es aquella que conjunta en un sólo procedimiento, por su 
uso generalizado o volumen, la adquisición de bienes o servicios, con el objeto de obtener las 
mejores condiciones disponibles en cuanto a precio, calidad, financiamiento, oportunidad y demás 
circunstancias pertinentes. 

Corresponde a la Secretaría de Administración llevar a cabo las operaciones consolidadas, respecto 
de las adquisiciones de bienes o servicios que requieran las dependencias. 

Los ayuntamientos en el ámbito de su respectiva competencia, llevarán a cabo las operaciones 
establecidas en este capítulo. 

La reglamentación de este Libro establecerá los bienes y servicios sujetos a operaciones 
consolidadas. 

CAPITULO QUINTO 
DE LOS CATALOGOS 

Artículo 13.20.- La Secretaría de Administración y los ayuntamientos establecerán y operarán el 
catalogo de bienes y servicios, de acuerdo con la reglamentación respectiva. 

Artículo 13.21.- A fin de conocer la capacidad administrativa, financiera, legal y técnica de las 
fuentes de suministro, la Secretaría de Administración y los ayuntamientos integrarán un catálogo 
de proveedores y prestadores de servicios. 

Las personas que deseen inscribirse en este catálogo, deberán cumplir con los requisitos que 
establezca la reglamentación respectiva. 

La falta de inscripción en dicho catálogo no limitará la libre concurrencia de los interesados a los 
procedimientos adquisitivos regulados por este Libro. 

CAPITULO SEXTO 
DE LA INTEGRACION Y FUNCIONES DE LOS COMITES 

Artículo 13.22.- Los comités son órganos colegiados con facultades de opinión, que tienen por 
objeto auxiliar a las dependencias, entidades, tribunales administrativos y ayuntamientos, en la 
preparación y substanciación de los procedimientos de adquisiciones, servicios, arrendamientos y 
enajenaciones. 

En cada dependencia, entidad, tribunal administrativo y ayuntamiento, se constituirá un comité de 
adquisiciones y servicios. 

La Secretaría de Administración se auxiliará de un comité central en los procedimientos relativos a 
las operaciones consolidadas, así como de un comité de arrendamientos, adquisiciones de inmuebles 
y enajenaciones. 

Los ayuntamientos establecerán comités de arrendamientos, adquisiciones de inmuebles y 
enajenaciones. 

Artículo 13.23.- Los comités de adquisiciones y servicios, tendrán las funciones siguientes: 
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I. Dictaminar, sobre la procedencia de los casos de excepción al procedimiento de licitación 
pública; 

II. Tramitar los procedimientos de licitación, invitación restringida y adjudicación directa, hasta 
dejarlos en estado de dictar el fallo correspondiente; 

III. Emitir los dictámenes de adjudicación; 

IV. Las demás que establezca la reglamentación de este Libro. 

Artículo 13.24.- El comité central tendrá las funciones establecidas en el artículo anterior, en la 
preparación y substanciación de procedimientos de licitación, invitación restringida y adjudicación 
directa, respecto de operaciones consolidadas. 

Artículo 13.25.- El comité de arrendamientos, adquisiciones de inmuebles y enajenaciones, tendrá 
las funciones siguientes: 

I. Dictaminar, sobre la procedencia de los casos de excepción al procedimiento de licitación 
pública, tratándose de adquisición de inmuebles y arrendamientos; 

II. Tramitar los procedimientos de licitación, invitación restringida y adjudicación directa, hasta 
dejarlos en estado de dictar el fallo correspondiente, tratándose de adquisición de inmuebles y 
arrendamientos; 

III. Emitir los dictámenes de adjudicación, tratándose de adquisiciones de inmuebles y 
arrendamientos; 

IV. Tramitar los procedimientos de subasta pública, hasta dejarlos en estado de dictar el fallo de 
adjudicación; 

V. Las demás que establezca la reglamentación de este Libro. 

Artículo 13.26.- La integración y funcionamiento de los comités a que se refiere el presente 
capitulo, se determinará en la reglamentación de este Libro. 

CAPITULO SEPTIMO 
DE LOS PROCEDIMIENTOS DE ADQUISICION 

SECCION PRIMERA 
DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 13.27.- Las adquisiciones, arrendamientos y servicios, se adjudicarán a través de 
licitaciones públicas, mediante convocatoria pública. 

Artículo 13.28.- Las dependencias, entidades, tribunales administrativos y ayuntamientos podrán 
adjudicar adquisiciones, arrendamientos y servicios, mediante las excepciones al procedimiento de 
licitación que a continuación se señalan: 

I. Invitación restringida; 
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II. Adjudicación directa. 

SECCION SEGUNDA 
DE LA LICITACION PUBLICA 

Artículo 13.29.- En el procedimiento de licitación pública deberán establecerse los mismos 
requisitos y condiciones para todos los licitantes. 

Todo licitante que satisfaga los requisitos de la convocatoria y de las bases de la licitación tendrá 
derecho a presentar su propuesta. Las dependencias, entidades, tribunales administrativos y 
ayuntamientos proporcionarán a los interesados igual acceso a la información relacionada con la 
licitación a fin de evitar favorecer a algún participante. 

Artículo 13.30.- Las licitaciones públicas podrán ser: 

I. Nacionales, cuando únicamente puedan participar personas de nacionalidad mexicana; 

II. Internacionales, cuando puedan participar tanto personas de nacionalidad mexicana como 
extranjera. 

Artículo 13.31.- Solamente se podrán llevar a cabo licitaciones internacionales cuando: 

I. Previa investigación de mercado que realice la convocante, no exista el bien o el servicio en el 
mercado nacional; no existan ofertas de empresas nacionales; o sea conveniente en términos de 
precio, calidad, financiamiento y oportunidad; 

II. Resulte obligatorio por los tratados internacionales en que México sea parte o por convenios 
celebrados por el Gobierno del Estado. 

Artículo 13.32.- La Secretaría de Administración, las dependencias, entidades, tribunales 
administrativos y ayuntamientos, en términos de este Libro, serán los responsables de llevar a cabo 
el procedimiento de licitación pública. 

Artículo 13.33.- Las convocatorias podrán referirse a la celebración de una o más licitaciones 
públicas, se publicarán por una sola vez, cuando menos en uno de los diarios de mayor circulación 
en la capital del Estado y en uno de los diarios de mayor circulación nacional, así como a través de 
los medios electrónicos que para tal efecto disponga la Secretaría de la Contraloría, y contendrán: 

I. El nombre de la dependencia, entidad, tribunal administrativo o ayuntamiento convocante; 

II. La descripción genérica de los bienes o servicios objeto de la licitación, así como la descripción 
especifica de por los menos cinco partidas o conceptos de mayor monto, de ser el caso; 

III. La indicación de si la licitación es nacional o internacional; 

IV. El origen de los recursos; 

V. El lugar y plazo de entrega, así como las condiciones de pago; 
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VI. La indicación de los lugares, fechas, horarios y medios electrónicos en que los interesados 
podrán obtener las bases de licitación y en su caso, el costa y forma de pago de las mismas; 

VII. La fecha, hora y lugar de la junta aclaratoria, en su caso; 

VIII. La fecha, hora y lugar de celebración del acto de presentación, apertura y evaluación de 
propuestas, dictamen y fallo; 

IX. En el caso de contratos abiertos, las cantidades y plazas mínimos y máximos; 

X. La indicación de las personas que estén impedidas a participar, conforme con las disposiciones 
de este Libro; 

XI. La garantía que deberá otorgarse para asegurar la seriedad de la propuesta; 

XII. Los demás requisitos generales que deberán cumplir los interesados, según las características y 
magnitud de los bienes y servicios. 

La Secretaría de la Contraloría hará pública la información referente a los procedimientos de 
adquisición, a través de los medios de difusión electrónica que establezca. 

Artículo 13.34.- Las bases de la licitación pública tendrán un costa de recuperación y contendrán 
los requisitos que se establezcan en la reglamentación de este Libro. 

Artículo 13.35.- En los procedimientos de licitación pública se observará lo siguiente: 

I. La presentación, apertura y evaluación de propuestas, así como la emisión del dictamen y fallo de 
adjudicación se realizará en un solo acto; 

II. Los comités se declararán en sesión permanente a partir del inicio del acto hasta comunicar a los 
interesados el fallo de adjudicación; 

III. Las bases de licitación se pondrán a la venta a partir de la fecha de publicación de la 
convocatoria y hasta el día hábil anterior a la fecha de celebración de la junta de aclaraciones, o en 
su defecto del acto de presentación, apertura y evaluación de propuestas, dictamen y fallo; 

IV. Las convocantes podrán modificar los plazos y términos establecidos en la convocatoria o en las 
bases de licitación, hasta cinco días hábiles anteriores a la fecha de la celebración del acto de 
presentación, apertura y evaluación de propuestas, dictamen y fallo; 

V. Las modificaciones no podrán limitar el número de licitantes, sustituir o variar sustancialmente 
los bienes o servicios convocados originalmente, ni adicionar otros distintos; 

VI. Las modificaciones a la convocatoria o a las bases se harán del conocimiento de los interesados 
hasta tres días hábiles antes de la fecha señalada para el acto de presentación, apertura y evaluación 
de propuestas, dictamen y fallo; 
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VII. Cuando la convocatoria prevenga la celebración de junta de aclaraciones, ésta tendrá 
verificativo a los tres días hábiles anteriores al de la celebración del acto de presentación, apertura y 
evaluación de propuestas, dictamen y fallo; 

VIII. El acto de presentación, apertura y evaluación de propuestas, dictamen y fallo, se celebrará 
dentro del plazo de quince días hábiles siguientes a la publicación de la convocatoria; 

IX. Los licitantes se podrán registrar hasta el día y la hora fijados para el acto de presentación, 
apertura y evaluación de propuestas, dictamen y fallo. 

Artículo 13.36.- El acto de presentación, apertura y evaluación de propuestas, dictamen y fallo, se 
celebrará en la forma siguiente: 

I. Los licitantes presentarán por escrito y en sobre cerrado por separado, sus propuestas técnica y 
económica, así como los demás documentos requeridos en las bases de la licitación; 

II. La apertura de propuestas podrá efectuarse cuando se haya presentado una propuesta cuando 
menos; 

III. Se abrirán las propuestas técnicas, desechándose las que no cumplan con cualquiera de los 
requisitos establecidos en las bases de la licitación, poniéndolas a disposición del interesado 
conjuntamente con el sobre que contenga la propuesta económica; 

IV. Se efectuará el análisis y evaluación de las propuestas técnicas; 

V. Se procederá a la apertura de las propuestas económicas de los licitantes cuyas propuestas 
técnicas fueron aceptadas; 

VI. Se desecharán las propuestas económicas que no cumplan con cualquiera de los requisitos 
establecidos en las bases de la licitación, poniéndolas a disposición del interesado; 

VII. Una vez efectuada la evaluación de las propuestas técnicas y económicas, se formulará el 
dictamen que servirá con base para el fallo, en el que se hará constar la reseña cronológica de los 
actos del procedimiento y el análisis de las propuestas; 

VIII. La convocante emitirá el fallo y lo dará a conocer a los licitantes presentes, levantándose el 
acta respectiva que firmarán los participantes, a quienes se entregará copia de la misma; 

IX. La falta de firma de algún licitante no invalidará su contenido y efectos. 

El reglamento de este Libro establecerá los criterios para la evaluación de las propuestas y el 
procedimiento para el acto de presentación, apertura y evaluación de propuestas, dictamen y fallo. 

Artículo 13.37.- En los casos en que las propuestas económicas estén por arriba del precio de 
mercado, la convocante lo hará de conocimiento de los participantes a fin de que reduzcan los 
precios de sus propuestas, hasta que se presente alguna propuesta que esté dentro de mercado, en 
caso contrario se procederá a declarar desierta la licitación. 
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La convocante procederá a adjudicar el contrato al licitante que presente la propuesta, que estando 
dentro del precio de mercado, sea la más baja. 

Lo establecido en este artículo será aplicable en el procedimiento de invitación restringida. 

Artículo 13.38.- La Secretaría de Administración, las dependencias, entidades, tribunales 
administrativos y ayuntamientos procederán a declarar desierta la licitación, en los procedimientos 
que tramiten, cuando no reciban propuesta alguna o las presentadas no reúnan los requisitos 
exigidos en las bases de licitación. 

Podrá declararse desierta una licitación parcialmente, cuando no se hubiese recibido propuesta 
alguna o las presentadas no reúnan los requisitos, respecto de una o varias partidas o conceptos. 

Artículo 13.39.- Las convocantes podrán cancelar una licitación por caso fortuito o causa de fuerza 
mayor, o cuando existan circunstancias debidamente justificadas, que produzcan la extinción de la 
necesidad de adquirir los bienes y servicios de que se trate, o que de continuarse con el 
procedimiento de licitación o contratación en su caso, se pudiera ocasionar un daño o perjuicio a la 
administración pública estatal o municipal. 

Las convocantes deberán comunicar la cancelación a los interesados mediante escrito, en el que se 
justifique la causa o causas de la misma. 

En estos casos, la cancelación no implicará ninguna responsabilidad de carácter económico para las 
convocantes. 

SECCION TERCERA 
DE LAS EXCEPCIONES A LA LICITACION PUBLICA 

Artículo 13.40.- Las dependencias, entidades, tribunales administrativos y ayuntamientos, bajo su 
responsabilidad, podrán llevar a cabo procedimientos de adquisición de bienes o servicios a través 
de las modalidades de invitación restringida y adjudicación directa. 

En todo caso se invitará o adjudicará de manera directa a personas que cuente con capacidad de 
respuesta inmediata, así como con los recursos técnicos, financieros y demás que sean necesarios, 
de acuerdo con las características y magnitud de las adquisiciones. 

SECCION CUARTA 
DE LA INVITACION RESTRINGIDA 

Artículo 13.41.- Las dependencias, entidades, tribunales administrativos y ayuntamientos podrán 
adquirir y contratar servicios mediante invitación restringida cuando: 

I. Se hubiere declarado desierto un procedimiento de licitación; o 

II. El importe de la operación no exceda de los montos establecidos por el Presupuesto de Egresos 
del Gobierno del Estado de México del ejercicio correspondiente. 

Las dependencias, entidades, tribunales administrativos y ayuntamientos se abstendrán de 
fraccionar el importe de las operaciones, con el propósito de quedar comprendidos en este supuesto 
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de excepción. La Secretaría de la Contraloría y los órganos de control interno, en el ámbito de su 
competencia, vigilarán el cumplimiento de esta disposición. 

Artículo 13.42.- El procedimiento establecido en el artículo anterior, comprende la invitación de 
tres personas cuando menos, que serán seleccionadas de entre las que se inscriban en el catálogo de 
proveedores, la reglamentación de este Libro. 

Artículo 13.43.- El procedimiento de invitación restringida se desarrollará en los términos de la 
licitación pública, a excepción de la publicación de la convocatoria pública. 

Artículo 13.44.- El procedimiento de invitación restringida se declarará desierto, cuando no se 
presente propuesta alguna que cumpla con los requisitos establecidos en las bases. 

SECCION QUINTA 
DE LA ADJUDICACION DIRECTA 

Artículo 13.45.- Las dependencias, entidades, tribunales administrativos y ayuntamientos podrán 
adquirir bienes, arrendar bienes muebles e inmuebles y contratar servicios, mediante adjudicación 
directa cuando: 

I. La adquisición o el servicio sólo puedan realizarse con una determinada persona, por tratarse de 
obras de arte, titularidad de patentes, registros, marcas específicas, derechos de autor u otros 
derechos exclusivos; 

II. La adquisición o el arrendamiento de algún inmueble sólo puedan realizarse con determinada 
persona, por ser el único bien disponible en el mercado inmobiliario, que reúne las características de 
dimensión, ubicación, servicios y otras que requieran las dependencias, entidades, tribunales 
administrativos o ayuntamientos para su buen funcionamiento o la adecuada prestación de los 
servicios públicos a su cargo; 

III. Se trata de servicios que requieran de experiencia, técnicas o equipos especiales, o se trate de la 
adquisición de bienes usados o de características especiales, que solamente puedan ser prestados o 
suministrados por una sola persona; 

IV. Sea urgente la adquisición de bienes, arrendamientos o servicios por estar en riesgo el orden 
social, la salubridad, la seguridad pública o el ambiente, de alguna zona o región del Estado; se 
paralicen los servicios públicos, se trate de programas o acciones de apoyo a la población para 
atender necesidades apremiantes; o concurra alguna causa similar de interés público; 

V. Existan circunstancias que puedan provocar perdidas o costas adicionales importantes al erario; 

VI. Pueda comprometerse información de naturaleza confidencial para el Estado o municipios, por 
razones de seguridad pública; 

VII. Existan circunstancias extraordinarias o imprevisibles derivadas de riesgo o desastre. En este 
supuesto, la adquisición, arrendamiento y servicio deberá limitarse a lo estrictamente necesario para 
enfrentar tal eventualidad; 
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VIII. Se hubiere rescindido un contrato por causas imputables al proveedor; o la persona que 
habiendo resultado ganadora en una licitación no concurra a la suscripción del contrato dentro del 
plazo establecido en este Libro. 

En estos supuestos, la dependencia, entidad, tribunal administrativo o ayuntamiento podrán 
adjudicar el contrato al licitante que haya presentado la propuesta solvente más cercana a la 
ganadora y así sucesivamente. En todo caso, la diferencia de precio no deberá ser superior al diez 
por ciento respecto de la propuesta ganadora, en caso contrario se procederá adjudicar directamente 
el contrato a otra persona. 

IX. Se hubiere declarado desierto un procedimiento de invitación restringida; 

X. Cuando se aseguren condiciones financieras que permitan al Estado o municipios cumplir con la 
obligación de pago de manera diferida, sin que ello implique un costo financiero adicional o que 
habiéndolo, sea inferior al del mercado; o 

XI. El importe de la operación no rebase los montos establecidos en el Presupuesto de Egresos del 
Gobierno del Estado del ejercicio correspondiente. Tratándose de arrendamientos de inmuebles se 
entenderá por importe de la operación el monto mensual de la renta. 

Las dependencias, entidades, tribunales administrativos y ayuntamientos se abstendrán de 
fraccionar el importe de las operaciones, con el propósito de quedar comprendidos en este supuesto 
de excepción. La Secretaría de la Contraloría y los órganos de control interno, en el ámbito de su 
competencia, vigilarán el cumplimiento de esta disposición. 

Las dependencias, entidades, tribunales administrativos y ayuntamientos, con el auxilio de sus 
respectivos comités de adquisiciones, deberán comprobar que las adjudicaciones directas que 
realicen, se encuentren en alguno de los supuestos normativos previstos en este artículo. 

Artículo 13.46.- El procedimiento de adjudicación directa se substanciará con arreglo a la 
reglamentación de este Libro. 

Artículo 13.47.- Las disposiciones relativas a los procedimientos de adquisición establecidas en 
este capítulo serán aplicables a los arrendamientos de bienes muebles e inmuebles, con arreglo a la 
reglamentación de este Libro. 

CAPITULO OCTAVO 
DE LAS ENAJENACIONES 

Artículo 13.48.- Las enajenaciones de bienes muebles e inmuebles del Estado y municipios se 
realizarán a través de subasta pública. 

Artículo 13.49.- Quedan exceptuadas de la disposición establecida en el artículo anterior, las 
operaciones siguientes: 

I. La transmisión de dominio de bienes muebles e inmuebles a favor de los gobiernos federal, 
estatales y municipales; 

II. La transmisión de dominio a favor de entidades que tengan a su cargo desarrollar programas de 
interés social para atender necesidades colectivas; 
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III. La permuta para satisfacer necesidades públicas; 

IV. La donación en favor de asociaciones e instituciones privadas que realicen actividades de 
interés social y no persigan fines de lucro; 

V. La enajenación de bienes muebles e inmuebles, para la creación, fomento o conservación de una 
empresa que beneficie a la colectividad; 

VI. La donación de bienes en cumplimiento de programas sociales o de acciones de apoyo a la 
comunidad; 

VII. La transmisión de dominio de inmuebles que realicen las entidades, en cumplimiento de su 
objeto, cuando así lo dispongan las leyes; 

VIII. La transmisión de dominio de bienes muebles e inmuebles, derivada de los procedimientos de 
liquidación de las entidades; 

IX. Las enajenaciones a título oneroso que realicen el Estado y los municipios, por conducto de 
terceros, en términos de la reglamentación de este Libro; 

X. La transmisión de dominio de bienes muebles e inmuebles en cumplimiento de sentencias 
dictadas por tribunales federales y estatales; 

XI. La dación en pago por concepto de indemnización, en los términos previstos por la Ley de 
Expropiación para el Estado de México; 

XII. El importe de la enajenación no rebase los montos establecidos en el Presupuesto de Egresos 
del Gobierno del Estado del ejercicio correspondiente; 

XIII. Las demás que señalen otras disposiciones legales. 

SECCION PRIMERA 
DE LA SUBASTA PUBLICA 

Artículo 13.50.- En el procedimiento de subasta pública de bienes muebles e inmuebles, deberán 
establecerse los mismos requisitos y condiciones para todos los participantes. 

Toda persona que satisfaga los requisitos de la convocatoria y de las bases de la subasta pública, 
tendrá derecho a presentar posturas. La Secretaría de Administración, entidades, tribunales 
administrativos y ayuntamientos proporcionarán a los interesados igual acceso a la información 
relacionada con la subasta. 

Artículo 13.51.- La Secretaría de Administración, entidades, tribunales administrativos y 
ayuntamientos, tendrán a su cargo el trámite de los procedimientos de subasta pública. 

Artículo 13.52.- Las convocatorias públicas podrán referirse a la celebración de una o más subastas 
públicas, se publicarán por una sola vez, cuando menos en uno de los diarios de mayor circulación 
en la capital del Estado y en uno de los diarios de mayor circulación nacional, así como a través de 
los medios electrónicos que para tal efecto se disponga y contendrán: 

 24



I. El nombre de la convocante; 

II. La descripción genérica de los bienes muebles e inmuebles; 

III. El valor de los bienes que servirá de base para la subasta; 

IV. La indicación de los lugares, fechas, horarios y medios electrónicos en que los interesados 
podrán obtener las bases de subasta pública, así como su costo y forma de pago; 

V. La fecha, hora y lugar para la celebración de la visita de inspección y de la junta aclaratoria; 

VI. La fecha, hora y lugar de celebración del acto de subasta; 

VII. La indicación de las personas que estén impedidas a participar, conforme a las disposiciones de 
este Libro; 

VIII. La garantía que deberá otorgarse para asegurar la seriedad de la postura; 

IX. Los demás requisitos generales que deberán cumplir los interesados, según las características de 
los bienes. 

Artículo 13.53.- Las bases de la subasta pública contendrán los requisitos que se establezcan en la 
reglamentación de este Libro y se pondrán a la venta a partir del día hábil siguiente al de la última 
publicación de la convocatoria y hasta un día hábil anterior a la fecha de la visita de inspección de 
los bienes. 

Artículo 13.54.- Para determinar el valor de los inmuebles que servirá de base para la subasta se 
tomará en cuenta el avalúo que emita el Instituto de Información e Investigación Geográfica, 
Estadística y Catastral del Estado de México. 

El valor de los muebles que servirá de base para la subasta se determinará conforme con el avalúo 
que apruebe la convocante, en términos de la reglamentación de este Libro. 

Artículo 13.55.- En el procedimiento de subasta pública se observará lo siguiente: 

I. La presentación, apertura y evaluación de posturas, emisión del dictamen y fallo de adjudicación 
se realizará en un solo acto; 

II. El comité de arrendamientos, adquisiciones de inmuebles y enajenaciones, se declarará en sesión 
permanente a partir del inicio del acto hasta comunicar a los interesados el fallo de adjudicación; 

III. El acto de presentación, apertura y evaluación de posturas, dictamen y fallo, se celebrará dentro 
del plazo de quince días hábiles siguientes a la ultima publicación de la convocatoria; 

IV. Los interesados deberán registrarse el día y la hora fijados para el acto de presentación, apertura 
y evaluación de posturas, dictamen y fallo; tratándose de bienes muebles el registro se realizará 
simultáneamente con la venta de las bases de la subasta; 
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V. Los participantes al inicio del acto de presentación, apertura y evaluación de posturas, dictamen 
y fallo, entregarán a la convocante en sobre cerrado sus posturas; 

VI. Las posturas se abrirán y se desecharán las que no cubran los requisitos establecidos en las 
bases de la subasta pública; 

VII. La convocante pasará lista de las personas que hubieren presentado posturas hacienda saber a 
los asistentes las que fueron calificadas como legales y les dará a conocer cuál es la mejor postura, 
concediendo plazos sucesivos hasta que la última postura no sea mejorada; 

VIII. La convocante fincara el remate a favor de quien hubiera hecho la mejor postura; 

IX. El acta presentación, apertura y evaluación de posturas, dictamen y fallo de adjudicación, se 
dará a conocer a las personas que hayan presentado posturas, la cual se firmará por los participantes, 
a quienes se entregará copia de la misma; 

X. La falta de firma de algún postor no invalidará el contenido y efectos del acta. 

Artículo 13.56.- La Secretaría de Administración, entidades, tribunales administrativos y 
ayuntamientos, procederán a declarar desierta la subasta pública, cuando no reciban propuesta 
alguna o las presentadas no reúnan los requisitos exigidos en las bases. 

Artículo 13.57.- Las convocantes podrán cancelar una subasta por caso fortuito o causa de fuerza 
mayor, o cuando existan circunstancias debidamente justificadas, que produzcan la extinción de la 
necesidad de enajenar los bienes, o que de continuarse con el procedimiento de subasta pública, se 
pudiera ocasionar un daño o perjuicio a la administración pública estatal o municipal. 

Las convocantes deberán comunicar la cancelación a los interesados mediante escrito, en el que se 
justifique la causa o causas de la misma. 

En estos casos, la cancelación no implicará ninguna responsabilidad de carácter económico para las 
convocantes. 

Artículo 13.58.- La Secretaría de Administración, entidades, tribunales administrativos y 
ayuntamientos podrán enajenar bienes mediante adjudicación directa en términos de la 
reglamentación de este Libro, cuando se hubiere declarado desierto un procedimiento de subasta 
pública. 

CAPITULO NOVENO 
DE LOS CONTRATOS 

Artículo 13.59.- La adjudicación de los contratos derivados de los procedimientos de adquisiciones 
de bienes o servicios, obligará a la convocante y al licitante ganador a suscribir el contrato 
respectivo dentro de los diez días hábiles siguientes al de la notificación del fallo. 

Artículo 13.60.- Los derechos y obligaciones que se deriven del contrato, no podrán cederse en 
forma parcial ni total. 
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El contratista no podrá subcontratar total o parcialmente, el suministro de bienes o la prestación de 
servicios, salvo que cuente con la autorización previa y expresa de la contratante, en cuyo caso el 
contratista será el único responsable del cumplimiento de las obligaciones a su cargo. 

Artículo 13.61.- En los contratos se pactarán penas convencionales a cargo del contratista por 
incumplimiento de sus obligaciones. En los contratos en que se pacte ajuste de precios, la 
penalización se calculará sobre el precio ajustado. 

El contratista estará obligado a responder de los defectos y vicios ocultos de los bienes y servicios. 

Artículo 13.62.- En los contratos se estipularán las diversas consecuencias de la cancelación, 
terminación anticipada o rescisión por causas imputables a la contratista. 

Los contratos contendrán los elementos que establezca la reglamentación de este Libro y se 
elaborarán conforme con los modelos que establezca la Secretaría de Administración o los 
ayuntamientos, en su caso. 

Artículo 13.63.- En los contratos deberá pactarse la condición de precio fijo. 

Los contratos no podrán ser modificados en cuanto a monto y plazo, ni estarán sujetos a ajustes de 
precios y costos. 

Cuando con posterioridad a la celebración de los contratos se presenten circunstancias económicas 
de tipo general ajenas a la responsabilidad de las partes y que incidan en las condiciones pactadas, 
las dependencias, entidades, tribunales administrativos y ayuntamientos, podrán, dentro de su 
presupuesto autorizado, reconocer incrementos o exigir reducciones en monto o plazo. 

En los contratos abiertos se podrán pactar ajustes al importe de los bienes o servicios contratados, 
en caso de aumento o decremento en los precios, dentro del presupuesto autorizado. 

Artículo 13.64.- La contratante deberá verificar que el proveedor cumpla con la entrega de los 
bienes o servicios en las condiciones pactadas. Podrá recibir bienes o servicios que superen o 
mejoren las especificaciones estipuladas siempre que se respete el precio de los contratados. 

Artículo 13.65.- Los contratos pueden ser rescindidos: 

I. Sin responsabilidad para la contratante, cuando el contratista incumpla con alguna de las 
obligaciones a su cargo; o 

II. Sin responsabilidad para el contratista, cuando la contratante incumpla con las obligaciones 
contractuales a su cargo. 

En el caso de la fracción I, la contratante estará facultada para rescindir el contrato en forma 
administrativa, otorgando garantía de previa audiencia al contratista en términos del Código de 
Procedimientos Administrativos del Estado de México. 

En el supuesto de la fracción II, el contratista afectado podrá demandar la rescisión del contrato ante 
el Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 

 27



Artículo 13.66.- En los casos de rescisión del contrato, el saldo por amortizar del anticipo otorgado 
se reintegrará a las contratantes en un plazo no mayor de treinta días hábiles, contado a partir de la 
fecha en que le sea notificada la rescisión al proveedor. 

Si el proveedor no reintegra el saldo por amortizar en el plazo señalado en el párrafo anterior, 
deberá pagar gastos financieros conforme a una tasa que será igual a la establecida anualmente en la 
Ley de Ingresos del Estado de México o la Ley de Ingresos de los Municipios del Estado de 
México, para los casos de prórroga en el pago de créditos fiscales. 

Artículo 13.67.- Las dependencias, entidades, tribunales administrativos y ayuntamientos se 
abstendrán de recibir propuestas o celebrar contratos con las personas siguientes: 

I. Aquellas en las que el servidor público que intervenga en cualquier etapa del procedimiento de 
adquisición o de la contratación tenga interés personal, familiar o de negocios, incluyendo aquellas 
de las que pueda obtener algún beneficio para él, su cónyuge o sus parientes consanguíneos hasta el 
cuarto grado, por afinidad o civiles, o para terceros con los que tenga relaciones profesionales, 
laborales o de negocios, o para socios o sociedades de las que las personas antes referidas formen 
parte, durante los dos años previos a la fecha de la celebración de procedimiento del que se trate; 

II. Los contratistas que por causas imputables a ellos tengan un atraso en la entrega de los bienes o 
en la prestación de los servicios; 

III. Las que por causas imputables a ellas mismas no formalicen, en el plazo que establece el 
presente Libro, los contratos que se les hayan adjudicado; 

IV. Aquellas que por causas imputables a ellas mismas se les hubiere rescindido un contrato; 

V. Las que se encuentren en situación de mora o adeudo en la entrega de los bienes o en la 
prestación de los servicios, o en general, hayan incumplido con sus obligaciones contractuales 
respecto a las materias objeto de esta ley, por causas imputables a ellas mismas; 

VI. Las que hubieren proporcionado información que resulte falsa, o que hayan actuado con dolo o 
mala fe en alguna etapa del procedimiento para la adjudicación de un contrato, en su celebración, 
durante su vigencia o en el trámite de alguna inconformidad administrativa; 

VII. Las que en virtud de la información con que cuenten los órganos de control interno hayan 
celebrado contratos en contravención a lo dispuesto por este Libro; 

VIII. Aquellas que hayan sido declaradas en suspensión de pagos, estado de quiebra, o sujetas a 
concurso de acreedores; 

IX. Las que participen en un procedimiento de adquisición perteneciendo a un mismo grupo 
empresarial, o se encuentren vinculadas por algún socio o socios comunes; 

X. Las demás que por cualquier causa se encuentren impedidas para ello por disposición de ley. 

En los términos que se precisarán en el reglamento de este Libro, la Secretaría de la Contraloría 
llevará el registro de las personas que se encuentren en cualquiera de los supuestos a que se refieren 
las fracciones II, IV, VI, y VII, dará a conocer a las dependencia y entidades y recibirá de éstas la 
información correspondiente para la integración y difusión de dicho registro. 

 28



Los ayuntamientos podrán establecer en su reglamentación el registro a que se refiere el párrafo 
anterior. 

Es aplicable a las enajenaciones lo dispuesto en las fracciones I, III, IV, V, VI, IX, y X de este 
artículo. Asimismo será aplicable lo señalado en la fracción VIII, cuando se pacte a plazos la 
obligación de pago. 

Artículo 13.68.- En las adquisiciones y arrendamientos de los bienes inmuebles y enajenación de 
bienes muebles e inmuebles, el otorgamiento del contrato se sujetará a las disposiciones del Código 
Civil del Estado de México. 

CAPITULO DECIMO 
DE LAS GARANTIAS 

Artículo 13.69.- Los proveedores que celebren los contratos de adquisiciones y servicios a que se 
refiere este Libro, deberán garantizar a favor de la contratante: 

I. El anticipo que reciban; 

II. Los bienes o materiales que reciban; 

III. El cumplimiento de los contratos; 

IV. Los defectos o vicios ocultos de los bienes o servicios. 

Las garantías a que se refieren las fracciones I y II deberán constituirse por la totalidad del monto 
del anticipo o del importe de los bienes o materiales. En el caso de la fracción III las garantías se 
constituirán por el diez por ciento del importe total del contrato; y en la hipótesis de la fracción IV 
las garantías se constituirán hasta por el diez por ciento del importe total del contrato. 

Tratándose de contratos abiertos la garantía de cumplimiento se constituirá por el diez por ciento de 
la cantidad máxima o del importe del plazo máximo; y la garantía de defectos y vicios ocultos se 
constituirá hasta por el diez por ciento de la cantidad máxima o del importe del plazo máximo. 

Las clases, constitución, reajustes y devolución de las garantías a que se refiere este artículo, serán 
establecidas por la reglamentación de este Libro. 

Artículo 13.70.- Las contratantes podrán exceptuar a los contratistas de otorgar la garantía de 
cumplimiento del contrato, siempre que suministren antes de la suscripción del contrato, la totalidad 
de los bienes o servicios y el monto del contrato no exceda de dos mil veces el salario mínimo 
vigente en la capital del Estado. 

Artículo 13.71.- En caso de que el cumplimiento de las obligaciones a cargo de los proveedores 
derivadas de defectos o vicios ocultos, rebasen el importe de la garantía, las dependencias, 
entidades, tribunales administrativos y ayuntamientos, además de hacer efectiva la garantía 
otorgada, podrán exigir el pago de la diferencia que resulte. 
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Las diferencias que resulten a favor de las contratantes tendrán el carácter de créditos fiscales, por 
lo que su cumplimiento podrá hacerse efectivo a través del procedimiento administrativo de 
ejecución. 

CAPITULO DECIMO PRIMERO 
DE LOS CONTRATOS ABIERTOS 

Artículo 13.72.- Los contratos abiertos son aquellos instrumentos que permiten a las dependencias, 
entidades, tribunales administrativos y ayuntamientos, adquirir bienes o contratar servicios por una 
cantidad y plazo indeterminados, fijando mínimos y máximos, dentro de la asignación presupuestal 
correspondiente. 

Artículo 13.73.- Para la celebración de contratos abiertos se observará lo siguiente: 

I. Se deberá determinar, de manera previa a la iniciación del procedimiento adquisitivo 
correspondiente, la cantidad mínima y máxima de bienes por adquirir o el plazo mínimo y máximo 
de la prestación de servicios, así como la asignación presupuestal disponible; 

II. El programa de suministro que formará parte del contrato, establecerá las cantidades mínimas y 
máximas de los bienes o los plazos mínimos y máximos de prestación de servicios, y en su caso los 
precios unitarios; 

III. En general, los contratos tendrán una vigencia que no excederá del ejercicio fiscal en que se 
suscriba; 

IV. Podrá rebasar un ejercicio fiscal, en cuyo caso las contratantes en sus programas anuales de 
adquisiciones, arrendamientos y servicios, deberán determinar tanto el presupuesto total como el 
relativo a los ejercicios subsiguientes, en los que además de considerar los costos vigentes, tomarán 
en cuenta las previsiones necesarias para los ajustes de costos que aseguren la continuidad del 
suministro; 

V. El proveedor suministrará los bienes y servicios en las cantidades y fechas que determine la 
contratante; 

CAPITULO DECIMO SEGUNDO 
DE LA INFORMACION Y VERIFICACION 

Artículo 13.74.- Las dependencias y entidades estatales, así como los tribunales administrativos, 
proporcionarán a: 

I. La Secretaría de la Contraloría la información relacionada con los procedimientos de adjudicación 
que realicen, a través de los medios que establezca la propia dependencia; 

II. La Secretaría de la Contraloría la información a que se refieren las fracciones II, IV, VI Y VII 
del artículo 13.67; 

III. La Secretaría de la Contraloría y a los órganos de control interno, la información que les 
soliciten relacionada con los actos, procedimientos y contratos regulados por este Libro. 
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Artículo 13.75.- Las dependencias, entidades, tribunales administrativos y ayuntamientos 
conservarán, en sus archivos en forma ordenada la documentación comprobatoria de los actos, 
procedimientos y contratos materia de este Libro, cuando menos por e lapso de cinco años, contado 
a partir de la fecha de su celebración. 

Artículo 13.76.- La Secretaría de la Contraloría y los ayuntamientos, a través de sus órganos de 
control interno, llevarán acabo el seguimiento de los actos, procedimientos y contratos en los 
términos que señale la reglamentación de este Libro. 

Asimismo, podrán realizar las visitas e inspecciones que estimen pertinentes a las convocantes, 
contratantes, licitantes, proveedores y prestadores de servicios, a efecto de verificar que los actos, 
procedimientos y contratos se hayan celebrado conforme a las disposiciones de este Libro. 

Artículo 13.77.- Las convocantes y contratantes podrán verificar, en cualquier tiempo, que los 
actos, procedimientos y contratos se hayan celebrado conforme a las disposiciones de este Libro; 
ordenar visitas de inspección a los establecimientos de los licitantes, proveedores y prestadores de 
servicios, y requerir los datos e informes que estime necesarios. 

CAPITULO DECIMO TERCERO 
DE LAS INFRACCIONES Y SANCIONES 

Artículo 13.78.- Los particulares que infrinjan las disposiciones contenidas en éste Libro, serán 
sancionadas por la Secretaría de Administración, dependencias, entidades, ayuntamientos y 
tribunales, en el ámbito de su competencia, con multa equivalente a la cantidad de treinta a tres mil 
veces el salario mínimo general vigente en la capital del Estado en la fecha de la infracción. 

Lo anterior sin perjuicio de las penas convencionales pactadas en los contratos. 

CAPITULO DECIMO CUARTO 
DE LA INSTANCIA DE INCONFORMIDAD 

Artículo 13.79.- Los licitantes y los convocantes en un procedimiento de licitación pública o 
invitación restringida, podrán promover inconformidad administrativa en contra del procedimiento 
de licitación o invitación, por contravención a las disposiciones de este Libro, siempre que se trate 
del mismo procedimiento en el que hayan participado como licitantes o convocados, 
respectivamente. 

La inconformidad administrativa se presentará ante la Contraloría, por escrito o por vía electrónica, 
dentro de los diez días hábiles siguientes a la fecha en que se de a conocer públicamente el fallo de 
adjudicación, en caso de que el inconforme haya asistido al acto de adjudicación, o en su defecto al 
en que le haya sido notificado el fallo de adjudicación. 

Tratándose de procedimiento de licitación o invitación restringida que realicen las autoridades 
municipales, la inconformidad administrativa se presentará por escrito ante el ayuntamiento 
correspondiente. 

Artículo 13.80.- El escrito de inconformidad deberá contener los datos siguientes: 

I. Nombre del inconforme o de quien promueva en su representación; 
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II. Domicilio en el Estado de México para recibir notificaciones; 

III. El motivo de inconformidad; 

IV. La fecha de celebración del acto de adjudicación o de la notificación del fallo; 

V. Bajo protesta de decir verdad, los hechos que sustenten la inconformidad; 

VI. Las disposiciones legales violadas, de ser posible; 

VII. Las pruebas que ofrezca; 

VII. La solicitud de suspención del acto motivo de inconformidad, en su caso. 

El inconforme deberá adjuntar a su escrito el documento que acredite su personalidad, cuando no 
gestione a nombre propio, así como los documentos que ofrezca como prueba. 

Artículo 13.81.- La inconformidad administrativa suspenderá la contratación o en su caso la 
adquisición de bienes o la prestación de servicios, cuando: 

I. Lo solicite el inconforme, siempre que garantice a entera satisfacción de la Secretaría de la 
Contraloría o del ayuntamiento, los daños o perjuicios que se puedan ocasionar a la hacienda 
pública o al licitante o convocado que haya resultado ganador; 

II. Lo solicite la convocante, por considerar que de no suspender la contratación o ejecución de la 
obra o servicio, se puedan ocasionar mayores daños o perjuicios al erario estatal o municipal. 

En todo caso, la suspención se otorgará cuando no se siga perjuicio al interés social o se 
contravengan disposiciones de orden público. 

Artículo 13.82.- La Contraloría o los ayuntamientos podrán requerir información a las convocantes, 
quienes deberán remitirla dentro del plazo de cinco días hábiles siguientes a la recepción del 
requerimiento correspondiente. 

La Contraloría o los ayuntamientos notificarán la interposición de la inconformidad administrativa a 
los licitantes o convocados que hayan resultado ganadores, para que dentro del plazo de cinco días 
hábiles, concurran a exponer lo que a sus intereses convenga. 

La inconformidad administrativa en lo no previsto por este Libro, se substanciará en los términos 
del recurso administrativo establecido en el Código de Procedimientos Administrativos del Estado 
de México. 

Artículo 13.83.- En las materias reguladas en el presente Libro no procederá el recurso 
administrativo de inconformidad previsto en el Código de Procedimientos Administrativos del 
Estado de México. 

En contra de la resolución que se dicte en la inconformidad administrativa, así como de los demás 
actos y resoluciones que se dicten durante la contratación y la vigencia de los contratos regulados 
por este Libro, procede juicio ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 
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